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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el interno JHON JAIRO ARENAS HERNÁNDEZ, contra el auto interlocutorio proferido el treinta y uno (31) de agosto del presente año por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó la solicitud de concesión de la suspensión condicional de la pena impuesta.
2.- PROVIDENCIA 

En un corto proveído, el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta respondió al abogado que representa los intereses del señor ARENAS HERNÁNDEZ, que el asunto suspensión condicional de la ejecución de la pena fue tema debidamente dilucidado en la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad el veintiocho (28) de julio de este año. Señaló que en tal providencia se realizó un estudio serio y fundado mediante el cual llegó a la conclusión de no reunirse las exigencias consagradas en el artículo 63 del Código Penal para conceder tal beneficio. Por tratarse de una sentencia que se encontraba en firme, no era factible que el Juzgado ejecutor desconociera la decisión allí adoptada, pues de realizar el estudio propuesto por el señor defensor, se tornaría en otra instancia, situación que no era legalmente viable.
3.-  RECURSO

Dentro del término de traslado respectivo, el interno apelante presentó escrito sustentatorio del cual se extracta:

- No pretende que el Juez ejecutor se convierta en una tercera instancia, sólo que los artículos 474, 477 y 478 del C.P.P. prevén el mecanismo, pues de lo contrario el Legislador no habría establecido el procedimiento allí planteado.

- Se debió hacer un análisis más concienzudo al momento de resolver lo pedido y por el contrario, el señor Juez se limitó a lo decidido por el Juzgado del conocimiento, lo cual considera vulneratorio del artículo 230 constitucional que señala que los jueces están sometidos al imperio de la ley -sic-.

- Pide que se tenga en consideración que el sentenciado es persona que ha tenido problemas por consumo de droga, prueba de ello es el haber permanecido en una institución en procura de salir del problema de la drogadicción.

- Durante los cinco (5) meses que permaneció en detención domiciliaria, cumplió con las directrices establecidas por el Juzgado y además, permaneció laborando en su casa en un criadero de pollos, lo que se puede comprobar si se examinan los registros de visitas efectuados por el INPEC, incluso compareció a la audiencia de lectura de sentencia aunque hubiera podido escoger no hacerlo. Nunca registró antecedentes penales y su familia es de buenas costumbres, sin que hayan estado envueltos en problemas delictivos.

- Se trata de un ser humano que cometió un error, por ello solicita la suspensión condicional de la ejecución de la pena y para ello no tiene problema alguno en que funcionarios del INPEC ejerzan vigilancia sobre él, aunque dice que eso no será necesario pues sus planes son continuar con el negocio de la venta de pollos. Por demás, el tiempo que ha permanecido detenido le ha servido para reflexionar en su situación y está seguro de no volver a incurrir en los mismos errores. Además, señala que es su intención acudir a un centro de rehabilitación para terminar de descontaminarse. 
En cuanto al tratamiento intramural, afirma que contribuye a deteriorar más a las personas, toda vez que no hay programas que aporten al desarrollo de los individuos; por el contrario, la descomposición social que se vive en el hacinamiento deteriora a quienes como él ingresan por primera vez al penal.
Solicita en consecuencia la revocación de la providencia apelada, para que en su defecto se le conceda el subrogado pedido.

4.-  SE CONSIDERA

La Sala es competente por el factor funcional para conocer de la apelación presentada contra la providencia dictada por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.
Frente a lo plasmado en el recurso, debe decir de una vez el Tribunal que no otra podría haber sido la determinación adoptada en la primera instancia, habida cuenta que dentro de las precisas facultades concedidas a los Jueces que vigilan el cumplimiento de las penas impuestas, no aparece –no podría ser de otra manera en virtud de la fuerza jurídica que entraña una sentencia ejecutoriada- la de reformar las decisiones adoptadas por los señores Jueces del conocimiento, en lo que hace con la suspensión condicional de la ejecución de la pena impuesta. 

Mirado con detenimiento el contenido del artículo 38 de la Ley 906 de 2004, se observa que la competencia asignada a los Jueces ejecutores pasa por la implementación de medidas para asegurar el cumplimiento de las sanciones impuestas verbi gratia la expedición de órdenes de captura cuando se requiera, estudiar lo relacionado con la acumulación jurídica de penas, pronunciarse sobre la libertad condicional o su revocatoria, aplicar rebajas punitivas por cambio de legislación, aplicar el principio de favorabilidad para redosificar o modificar la pena, extinguir la sentencia; y, declarar la ineficacia de la sentencia condenatoria cuando la norma en la que se sustentó haya sido declarada inexequible o haya perdido su vigencia.

Por manera, que si bien es cierto, el dispositivo 474 contenido dentro del Libro IV Ejecución de las sentencias, Capítulo IV Suspensión condicional de la ejecución de la pena privativa de la libertad, alude a la posibilidad de estudiarse lo relacionado con la suspensión condicional de la ejecución de la pena, el mismo debe entenderse como un complemento de lo dispuesto en el artículo 63 del Código Penal norma general que regula lo concerniente con la concesión de ese beneficio, siempre y cuando se produzcan circunstancias durante el período de ejecución de la pena que así lo ameriten, como sería el caso cuando por redosificación de la sanción, una pena que por superar el límite estatuido para la suspensión condicional de la pena haya hecho imposible su concesión al momento del fallo, al ser reducida quede dentro del rango en el que ese beneficio puede ser otorgado (inferior a 36 meses de prisión).

De todas maneras, el tema ya ha sido objeto de pronunciamiento por parte de la Corte Suprema de Justicia, por cuanto en la Ley 600 de 2000, anterior Código de Procedimiento Penal, existían normas de contenido similar al que ahora se ha hecho referencia. Dijo nuestro máximo órgano en la jurisdicción ordinaria, a  propósito del tema que ahora nos ocupa lo siguiente: 
Aunque  pareciera derivarse del contenido del artículo 486 del Código de Procedimiento Penal al señalar que el juez de ejecución de penas y medidas de seguridad ‘podrá revocar o negar los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de al libertad’, que tiene facultad para decidir sobre el particular, sin embargo, debe precisarse que los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad son los previstos por el Capítulo III,  del Título IV, artículos 63 y siguientes del Código Penal, susceptibles de ser aplicados con posterioridad a la condena en firme. Además, el artículo 79 del Código de Procedimiento Penal al atribuirles competencia a los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad sólo les asigna tal facultad en aplicación del principio de favorabilidad debido a una ley posterior, ya que en todo caso su intervención se genera una vez cobre ejecutoria la sentencia.
 
Se desprende de lo anterior, que no es este el momento procesal para solicitar la concesión de un beneficio que fue previamente negado por la señora Juez del conocimiento al motivar la sentencia condenatoria, en especial, por cuanto fue sorprendido comercializando sustancia estupefaciente. Si no se estaba de acuerdo con la decisión en ese sentido adoptada, lo procedente habría sido interponer el respectivo recurso de apelación, para que la Sala como superior funcional del referido despacho, se pronunciara en segunda instancia, lo cual para infortunio del sentenciado no ocurrió y por consiguiente la sentencia así proferida se encuentra en firme.

Basten las anteriores consideraciones para estimar que la decisión adoptada en la primera instancia debe ser confirmada.

5.- DECISIÓN  
El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
Magistrado 





     Magistrado
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


    CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Magistrado





    Secretaria de la Sala
� Auto de 2ª instancia del 02-03-2005, Radicado 23347, M.P. Dr. Yesid Ramírez Bastidas.
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